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  DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Al contestar refiérase 

al oficio  No.14747

20 de octubre, 2006

DCA-3250
Señor

Osvaldo Villalobos

Jefe, Oficina Contratación Administrativa

Banco de Costa Rica

San José, Edificio Chester, 3er. piso

Estimado señor:

Asunto: Se imprueba liquidación de rescisión del contrato para “Obras de remodelación de la oficina del Banco de Costa Rica en Heredia”, suscrito con la empresa Xisa Construcciones S.A. (Licitación Restringida No. 4390-2003). 

Nos referimos a su oficio OCA-334/2006, del presente año, mediante el cual solicita nuestra aprobación a la liquidación por la rescisión del supracitado contrato.

Sobre el particular nos permitimos manifestar lo siguiente:

I. Sobre la rescisión y resolución contractual.

De conformidad con el artículo 11 de la Ley de Contratación Administrativa, la Administración, unilateralmente, podrá rescindir o resolver, según corresponda sus relaciones contractuales por motivo de incumplimiento, fuerza mayor, caso fortuito o cuando así convenga al interés público. 

La resolución contractual opera cuando se está en presencia de un incumplimiento imputable al contratista y la rescisión se da en aquellas relaciones contractuales que finalicen, por causas ajenas a él.

Por su parte, el numeral 13 del Reglamento a la Ley supra mencionada regula el  procedimiento que debe seguirse tanto para la resolución como para la rescisión contractual. Para  el caso de esta última figura, se indica que el acuerdo de rescisión deberá estar precedido de los estudios e informes técnicos que acrediten fehacientemente las causales de la rescisión, el cual deberá notificarse al interesado para que en el término de diez días hábiles se manifieste sobre el particular.

Una vez firme ese acuerdo, se procede a la liquidación de la indemnización. Cuando la rescisión sea por motivos de interés público, la Administración debe resarcir la parte efectivamente ejecutada y los gastos en que haya debido incurrir el contratista para la ejecución del contrato. Además deberá resarcir cualquier daño o perjuicio que causare al contratista con motivo de la terminación del contrato. Para el pago de esos extremos en sede administrativa se requerirá de la aprobación de esta Contraloría General, la cual contará con un plazo de 30 días para su aprobación o improbación, según corresponda.

II. Sobre el caso en estudio

De la documentación remitida en el expediente administrativo no queda claro si nos encontramos ante un caso de terminación anticipada del contrato, ya que en él no se aporta un acuerdo como tal de la Administración en donde se haya tomado la decisión de rescindir la presente relación contractual.

En ese sentido, nótese que el 11 de octubre del 2005 el contratista presenta un “finiquito” de contrato ante las autoridades del Banco donde se indican los rubros que pretende le sean reconocidos. Por su parte, la Administración el 3 de noviembre de ese mismo año justifica dichos montos.

Sin embargo, no es hasta el 3 de mayo del presente año, que ante consulta de la Oficina de Diseño y Construcción del Banco, respecto de la viabilidad de reconocer los extremos reclamados por la empresa, la Asesoría Jurídica hace un análisis de diferentes formas anticipadas de terminación del contrato, llegando a la conclusión que en el caso particular se está en presencia de una rescisión contractual. De esta manera, el 28 de agosto de los corrientes, la Comisión de Contratación Administrativa autoriza el monto presentado por el contratista.

No obstante, el procedimiento seguido no es el establecido por el ordenamiento jurídico. Si bien hay oficios de los que se podrían deducir motivos de interés público para no ejecutar el contrato, lo cierto es que no hay un acto administrativo ni comunicación del mismo al contratista, mediante el cual se ponga fin a la relación contractual.

Incluso, pareciera que la voluntad de la entidad bancaria no es precisamente terminar la relación contractual con la empresa contratista toda vez que en Oficio No. AFJ-204-2006 se indica:

“Es importante aclarar que la panelería, puertas y muebles que el Banco adquiere producto de esta contratación, serán reutilizados en futuras remodelaciones que se realicen, ya sea en Oficinas Centrales, o bien en oficinas bancarias descentralizadas” (folio 180).

En ese sentido, no se estaría en presencia de una rescisión, ya que el vínculo negocial con la empresa continuaría, efecto contrario a esa figura en que se da por finalizado el contrato. 

En otro orden de ideas, con respecto al quantum de la liquidación, los rubros aprobados por el Banco a la empresa contratista, no resultarían de recibo por parte de esta Contraloría General por las razones que de seguido se exponen.

El contratista pretende se le reconozca la suma de $27.123,98. Indica que había trabajo adelantado principalmente lo relativo a mobiliario, panelería y puertas, ello por cuanto podía fabricarse en taller y por el plazo que era de 25 días naturales.

Sin embargo, conforme la documentación aportada en el expediente, dicha construcción fue efectuada sin que el Banco girara la respectiva orden de inicio, por lo que el contratista al haber tomado la decisión de empezar sin la respectiva autorización del propietario, asumió todo el riesgo a pesar de que el punto 15 del cartel clara y expresamente establecía que “ ... el plazo de ejecución comenzaría a regir a partir de la orden de inicio por escrito por parte de la Gerencia de Ambientes de trabajo...”.

Además, llama la atención de este órgano contralor que el contratista invoque el plazo tan corto que tenía, como una causal para anticipar la ejecución contractual, toda vez que ese plazo fue ofrecido por la empresa. Si el referido plazo le resultaba corto, era su responsabilidad haber establecido entonces uno razonable con el que pudiera cumplir con el objeto contractual.

Tampoco se comprende que el contratista, en escrito, visible al folio 151 del expediente, indique tener trabajo adelantado, principalmente todo lo relativo a mobiliario, panelería y puertas del sistema (sin especificar el porcentaje de avance o si lo era en su totalidad como aparentemente se declara) cuando éste estuvo almacenado por espacio de 2 años. 

Otra inconsistencia determinada del presente análisis se refiere a la diferencia existente entre el monto reclamado por concepto de mobiliario, panelería y puertas de la liquidación, el cual fue de $24.905.00 menos la mano de obra de instalación que estima en $315.00, con el monto señalado en la oferta del contratista, donde se indicó que esos trabajos serían subcontratados a la empresa Amoblamientos Fantini S.A. por la suma de $18.753.00 (vid folio 076 del expediente). En el expediente no consta la factura por la fabricación de la citada panelería, puertas y muebles de parte de esa empresa, ni se aportó el desglose del precio de cada renglón, de modo que se pruebe que la mano de obra de instalación de todo ese mobiliario y panelería resulta en $315.00.

No se indica en el expediente que algún funcionario del Banco hubiese visitado e inspeccionado el trabajo realizado y que se haya levantado un inventario de lo que efectivamente habría sido fabricado, así como de su estado de conservación. Preocupa que en el oficio AFJ-201-05 del 03 de noviembre del 2005, se recomiende por un lado cancelar el monto reclamado por el contratista pero se evidencie a su vez, no tener certeza de lo que efectivamente fue elaborado. Se trascribe para estos efectos el último párrafo de la página 3 del citado oficio (vid folio 147 del expediente): “Cabe aclarar, que antes de realizar dicho pago, el Sr. Erick Brenes tendrá que suministrarnos un detalle pormenorizado de los muebles, particiones y paneles que se cotizaron en la Licitación Restringida # 4390 para luego almacenarlos donde así lo disponga esta Gerencia”. 

Acerca de los otros costos, indicados en los puntos B) y C) del citado oficio AFJ-201-05, el Banco aprueba reconocer gastos administrativos incurridos por el contratista durante dos años y cuatro meses que transcurrieron desde la emisión de la orden de compra, así como los gastos financieros por las renovaciones de la garantía de cumplimiento por $46. 

Lo anterior supone que el contratista reclama $429.80 por gastos administrativos. No obstante, recordamos que estos gastos se refieren a las erogaciones que el oferente prevé  que realizará para la ejecución total del contrato.

Sin embargo, en éstos no es posible considerar costos indirectos por el tiempo que normalmente transcurre entre la adjudicación en firme (o bien sea a partir de la fecha de orden de compra como en este caso) hasta la fecha de la orden de inicio. Primero, por ser ese lapso incierto y segundo, porque si así lo hiciere, el monto al ser de difícil cuantificación, no sería posible conocerlo  para cada oferta que se presente. 

Por tal razón, los gastos administrativos únicamente pueden ser reconocidos proporcionalmente a la obra ejecutada y por el porcentaje indicado en la oferta para los costos indirectos que en el caso particular, se dificulta establecer por cuanto esos costos fueron cotizados conjuntamente con la utilidad y no fue aportada la estructura porcentual del  precio de la oferta.

Demás está indicar que los documentos que respaldan los montos aprobados por la Administración no fueron presentados.

Por las razones expuestas, devolvemos improbada la presente gestión.

                                                            Atentamente,
Lic. German Brenes Roselló

Gerente Asociado

	Licda. Lucía Gólcher Beirute

Fiscalizadora
	Ing. Carlos Gutiérrez Schwanhäuser

Fiscalizador
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